
 

RAMA JUDICIAL DEL PODER PÚBLICO 

JUZGADO DIECISEIS CIVIL DEL CIRCUITO 

CARRERA 44 No. 38-11 EDIFICIO BANCO POPULAR PISO 4 

ccto16ba@cendoj.ramajudicial.gov.co.  

BARRANQUILLA – ATLÁNTICO. 

 

JUZGADO DIECISÉIS CIVIL DEL CIRCUITO, Barranquilla noviembre (22) de dos 

mil veintidós (2022). 

 

REFERENCIA: ACCIÓN DE TUTELA PRIMERA INSTANCIA  

RADICACIÓN: 08001-31-53-016-2022-00264-00. 

ACCIONANTE: ANGEL FAYR HURTADO URRIAGO. 

ACCIONADO: JUZGADO QUINTO DE EJECUCIÓN CIVIL MUNICIPAL 

BARRANQUILLA (ATLÁNTICO). 

 

ASUNTO 

 

Se decide la acción de tutela promovida por el señor ANGEL FAYR HURTADO 

URRIAGO quien actúa a través de apoderada judicial en contra del JUZGADO 

QUINTO DE EJECUCIÓN CIVIL MUNICIPAL BARRANQUILLA (ATLÁNTICO). 

 

ANTECEDENTES 

 

1.- El gestor suplicó la protección constitucional de sus derechos fundamentales al 

“debido proceso, acceso a la administración de justicia y mínimo vital” 

presuntamente vulnerados por el Despacho acusado.   

 

2.- Arguyó, como sustento de su reclamo, en síntesis, lo siguiente: 

 
                  “… 

 

 



 

 

 

2 

 

 

 

 

 
 

 

 

 



 

 

 

3 

 
                                                                                                                            …”. 

 

                         “… 

 

 

 
 

 

 



 

 

 

4 

 

 

 

 

 

 

 



 

 

 

5 

 

 

 
                                                                                             …”. 

                           “… 

 

 

 

 

 
 



 

 

 

6 

 

 
 

3.- Pidió, conforme a lo relatado, que se le orden al Despacho accionado, proceda a 

decretar la terminación del proceso radicado No. 2017-00363, por desistimiento 

tácito o por pago total de la obligación, decretando el levantamiento de las medidas 

cautelares decretadas y se le entregue el título ejecutivo. 

 

De forma subsidiaria, que se le ordene al Juzgado accionado que proceda conforme 

al artículo 600 del C. G. del P., a instar al demandante dentro del proceso ejecutivo 

a que proceda a prestar la caución, so pena de levantar las medidas cautelares. 

   

4.- Mediante proveído del 10 de noviembre de 2022, el estrado avocó el 

conocimiento de esta salvaguarda fundamental, ordenando la notificación del 

Despacho accionado e igualmente, la vinculación de la sociedad 

COOTECHNOLOGY. 

 

Posteriormente, se ordenó la vinculación del señor ANDRÉS LEONARDO PÉREZ 

RIAÑO a través de auto del 18 de noviembre de 2022.  

 

LAS RESPUESTAS DEL DESPACHO ACCIONADA 

 

1.- El JUZGADO QUINTO DE EJECUCIÓN CIVIL MUNICIPAL 

BARRANQUILLA (ATLÁNTICO), sostuvo que: 

 
“…Ahora, ciertamente obran varios pronunciamiento sobre las solicitudes que radicara la parte demandada, y al respecto se 

resalta el auto de fecha 5 de julio de 2022, donde se exponen los fundamentos fácticos y jurídicos que motivaron dicha decisión, y 

que además puede ser consultada en la respectiva página web, cuyo link es el siguiente. 

 

https://www.ramajudicial.gov.co/web/juzgado-05-de-ejecucion-civil-municipal-de- barranquilla/2020n” 

 

Decantado está que el hecho superado tiene ocurrencia cuando lo pretendido a través de la acción de tutela se satisface y 

desaparece la vulneración o amenaza de los derechos fundamentales invocados, de suerte que la decisión que pudiese adoptar el 

juez respecto del caso específico resultaría a todas luces inocua y, por lo tanto, contraria al objetivo de protección previsto para 
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el amparo constitucional, máxime si tenemos en cuenta que ya se dio trámite a todas las solicitudes de la accionante, como en el 

expediente se puede corroborar. 

 

De otra parte, es de anotar que la jurisprudencia de la Corte Constitucional ha precisado de manera reiterativa que la acción de 

tutela no puede convertirse en una instancia adicional para impugnar las decisiones judiciales cuando no se compartan los criterios 

acogidos por el fallador, y como quiera que tal decisión obedece a una interpretación razonable y no incompatible con la 

Constitución, y a un análisis y valoración de las pruebas oportunamente allegadas al proceso, el operador jurídico, como expresión 

de su autonomía e independencia, está autorizado para acoger la que estime pertinente. Como se puede apreciar, en ningún 

momento se ha incurrido en violación u amenaza de derecho fundamental constitucional alguno respecto de la parte demandada, 

quien ha contado con los mecanismos de defensa judicial    establecidos por la ley para obtener la protección de sus derechos, 

dentro del trámite   procesal que fue adelantado según las reglas establecidas   para esa clase de asuntos, no siendo procedente 

acudir por vía de Tutela, pretendiendo que se deje sin efecto las decisiones proferidas en legal forma dentro del proceso. 

 

Dejo en esta forma, rendido el informe que me fue solicitado, y reitero mi petición de que se deniegue la presente Acción de Tutela 

en lo que a este Despacho se refiere, y se anexa el expediente referenciado totalmente digitalizado…”. 

 

2.- La sociedad COOTECHNOLOGY, manifestó que:  

 
“…La presente acción constitucional se formula como consecuencia de una petición enviada a la señora Juez Quinta de Ejecución 

Civil Municipal de Barranquilla, dentro de un proceso ejecutivo que tuvo su origen en el Juzgado Noveno Civil Municipal de 

Barranquilla. 

 

En dicho proceso luego de cumplir y ejecutar todas las etapas de la primera instancia se desistió de un demandado y se prosiguió 

contra el otro demandado el hoy tutelante. 

 

Al ser repartido el proceso a los Juzgados de ejecución le correspondió al Juzgado 5 de ejecución civil municipal, pero por efectos 

de pandemia recordemos que los juzgados quedaron vacíos y poco se trabajaba, pues en ese momento todo ser humano entendió 

que lo más importante y valioso que tenemos es nuestra vida, por tal razón se acumularon muchos procesos tanto a nosotros los 

litigantes como a los funcionarios judiciales. 

 

El Juzgado tutelado no ha emitido un auto donde avoca el conocimiento, no obstante de ello el demandado llegó a través de 

apoderado a solicitar desistimiento Tácito del proceso, pero también presentó excepciones de mérito, muy a pesar de haber 

preterminado esas etapas, también presentó liquidación del crédito lo cual también es factible y procedente dentro del giro normal 

del proceso, luego continuó presentando escritos hasta atragantar al juez que no le pudo resolver ninguno de los tantos que 

presentó. 

 

No obstante, de ello, presenta esta acción constitucional consagrada por el constituyente secundario para defender derechos 

fundamentales, para que un Juez constitucional sancione a un juez de conocimiento porque no le ha resuelto favorablemente sus 

pretensiones. 

 

Es sabido por cualquier profesional del derecho que los derechos de petición no son procedentes por las partes para solicitar 

actuaciones del Juez pues para eso están las etapas 

  

procesales propias del proceso y los escritos y requerimientos que se le hacen al Juez y las instancias a las que se acuden en el 

evento que un funcionario judicial no cumpla sus funciones como tal, y no es precisamente el Juez de Tutela. 

 

El Actor de esta Tutela señor ANGEL FAYR HURTADO entre tantas cosas desde el mismo día en que observó el descuento en su 

salario debió ejercer todas las acciones que la ley le ofrece para resolver su situación, esperó más de un año para presentar estas 

acciones lo primero que debía hacer el accionante era presentar una propuesta de pago para terminar el conflicto, pero hoy lo que 

pide es que le otorguen el DESISTIMIENTO TACITO PARA BURLAR EL PAGO DE LA OBLIGACIÓN. 

 

Por estas razones debo manifestar a su señoría que al actor no se le ha vulnerado ningún derecho fundamental de los que esgrime 

pues su queja tiene un objeto final que es el ECONÓMICO que debe resolverse por los medios legales procedimentales propios del 

proceso ejecutivo que se lleva en el Juzgado Quinto de Ejecución Civil Municipal de Barranquilla, esos medios legales ya fueron 

agotados y resueltos en su contra. El Actor pretende lograr a través de esta acción de tutela revocar las decisiones de un juez de 

la republica que le dio todas las garantías legales en un litigio que aún no termina, pues los dineros que han sido descontados al 

actor se encuentran en suspenso a disposición del Juzgado. 

 

De tal forma que no se ha vulnerado ningún derecho fundamental que ponga en riesgo LA IGUALDAD, EL DEBIDO PROCESO, 

LA ADMINISTRACION DE JUSTICIA, ni el derecho de acceder a la misma como lo manifiesta el actor. Pues como lo manifesté 

antes se le han respetado todos sus derechos y el actor cuenta con otros medios para resolución de conflictos económicos para 

hacer efectiva sus pretensiones. 

 

Así las cosas, solicito muy respetuosamente a su señoría NEGAR por IMPROCEDENTE ESTA ACCIÓN DE TUTELA…”. 
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CONSIDERACIONES 

 

Ciertamente, es preciso anotar que el estrado es competente para conocer de la 

presente salvaguarda constitucional, en virtud de lo normado en el Artículo 37 del 

Decreto 2591 de 1991, por ocurrir en el domicilio de la parte accionada, lugar en 

donde el despacho ejerce su Jurisdicción Constitucional. 

 

Así las cosas, es menester hacer hincapié en que la acción de tutela, consagrada en 

el artículo 86 de la Carta Política, fue instituida para que toda persona pueda reclamar 

ante los jueces, por sí misma o por quien actué a nombre de otro la protección de sus 

derechos Constitucionales Fundamentales, cuando quiera que estos resulten 

vulnerados o amenazados por la acción u omisión de cualquiera autoridad pública. 

 

Es un medio específico, porque se contrae a la protección inmediata de tales derechos 

cuando quiera que éstos se vean afectados de modo actual e inminente. Es 

suplementario, porque su procedencia está supeditada a que no exista otro 

mecanismo legal con el cual se pueda conjurar esa amenaza o, existiendo, la 

inminencia del daño no permite mecanismo distinto a dicha acción por evidenciarse 

que de no actuarse con inmediatez, aquél se tornaría irreparable, es decir, la acción 

de tutela es una herramienta supra legal, que ha sido instituida para dar solución 

eficiente a situaciones de hecho generadas por acciones u omisiones de las 

autoridades públicas o particulares, en los casos expresamente señalados. 

 

Dentro del caso sub lite, emerge del cuadro fáctico recreado en la solicitud de 

amparo, en especial de los hechos expresados por el censor que la queja 

constitucional tiene su hontanar en que se le ordene al Despacho accionado a que 

proceda a decretar la terminación del proceso radicado No. 2017-00363, por 

desistimiento tácito o por pago total de la obligación, decretando el levantamiento de 

las medidas cautelares decretadas y se le entregue el título ejecutivo. 

 

De forma subsidiaria, que se le ordene al Juzgado accionado proceda conforme al 

artículo 600 del C. G. del P., en el sentido que se le inste al demandante dentro del 

proceso ejecutivo proceda a prestar la caución, so pena de levantar las medidas 

cautelares. 

 

Ahora, es pertinente considerar que el derecho fundamental del debido proceso tiene 

un lugar preponderante dentro de nuestra carta política, y tiene consagración 

normativa en el artículo 29, el cual tiene el siguiente tenor: 

 

 “El debido proceso se aplicará a toda clase de actuaciones judiciales y 

administrativas.- Nadie podrá ser juzgado sino conforme a leyes preexistentes al 

acto que se le imputa, ante juez o tribunal competente y con observancia de las 

formas propias de cada juicio....Es nula, de pleno derecho, la prueba obtenida con 

violación del debido proceso”. 
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Por lo anterior, es procedente decir que el debido proceso está integrado por un 

conjunto de principios materiales y formales entre los que se encuentra el de defensa, 

el derecho a ser asistido por un abogado, el derecho a presentar y controvertir pruebas 

y el derecho a impugnar las decisiones judiciales, por lo que  debe concebirse como 

un conjunto, no exclusivamente de procedimientos legislativos, judiciales y 

administrativos que tienen que cumplirse para que una ley, sentencia o resolución sea 

fundamentalmente válida:  “ … sino que también incluye la garantía del orden, de la 

justicia y de la seguridad jurídica para que no se lesione de manera indebida el 

derecho subjetivo de la persona, en el estado democrático; en sentido restringido, la 

doctrina define el debido proceso como todo un conjunto de garantías que protegen al 

ciudadano sometido a cualquier proceso y que le aseguran a lo largo del mismo una 

recta y cumplida administración de justicia.1” 

 

Ahora bien, cabe resaltar que el debido proceso goza de especial protección del 

Estado, ya que apunta a mantener el orden jurídico y la paz, la armonía y la buena 

interrelación que debe existir entre los asociados, y se trasgrede cuando la actitud del 

funcionario o del particular que actúa por delegación, va en contravía de los 

preceptos que abastecen tal derecho, actitud que debe ser de tal magnitud que tenga 

la virtualidad de desquiciar gravemente el ordenamiento jurídico. 

 

Este argumento encuentra soporte en lo expresado por la H. Corte Constitucional que 

ha dicho al respecto: 

 

“El derecho al debido proceso comprende un conjunto de principios materiales y 

formales entre los que se encuentran el principio de legalidad (nemo iudex sine lege), 

el principio del juez natural o juez legal... el derecho al debido proceso, como son el 

derecho de defensa, el derecho de asistencia de un abogado, el derecho a un debido 

proceso sin dilaciones injustificadas, el derecho a presentar y controvertir pruebas, 

el derecho a impugnar la sentencia condenatoria...”. (negrilla por fuera del texto). 

 

Conforme con lo expuesto, para que la trasgresión al debido proceso se tipifique ha 

de ser de tal envergadura frente a actos procesales que por su naturaleza se socave el 

derecho de defensa, el principio de las dos instancias, a pedir y a controvertir las 

pruebas aportadas al proceso y, en fin, por comportamientos que riñan con la 

normatividad que fija los principios del proceso. 

 

Así, con el anterior marco de referencia, advierte el Despacho que se debe denegar 

el amparo solicitado por improcedente. 

 

En efecto, ciertamente, al repararse en esos presupuestos facticos acreditados dentro 

del trámite tutelar, conduce al naufragio del amparo, que se edifica en el hecho que 

no está probado que el señor ANGEL FAYR HURTADO URRIAGO, sea víctima 

un perjuicio irremediable que permita eludir el presupuesto de la subsidiariedad que 

en estos casos campea, porque el estrado no encuentra probanza indicativa que aquel 

 
1 Sala Civil del Tribunal Superior de Bogotá, D.C., sentencia del 15 de noviembre de 2015, Expediente 110012203000200701645 00.   
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se encuentre en la circunstancia de urgencia, apremio e inminencia de la 

consumación de un daño irremediable que torne imprescindible acudir al amparo 

constitucional y no ante el juzgado de conocimiento del asunto, en este  caso se 

advierte que dicho despacho judicial a través del proveído del 05 de julio de 2022 

(numeral 15 del expediente digital No. 2017-00363), denegó las solicitudes de 

terminación del proceso por desistimiento tácito; se mantuvo en secretaría la petición 

de terminación por pago; no se accedió a realizar la liquidación del crédito, se 

rechazó la solicitud de nulidad, no se acogió la solicitud de reducción de embargos y 

se pronunció  sobre  algunos pedimento, lo cual no fue controvertido por el 

accionante a través del recurso de reposición, por lo cual el pronunciamiento quedó 

en firme.  

 

Así las cosas, es evidente que esa omisión da pie para pregonar que por cuenta del 

querellante hubo desperdicio de las vías ordinarias de defensa que legalmente tuvo a 

su alcance para lograr el propósito que ahora persigue por medio de esta excepcional 

vía, ya que la presente acción no está prevista para rectificar fallas de gestión procesal 

ni para revivir oportunidades legales fenecidas, dado el carácter subsidiario de este 

instrumento (numeral 1°, del inciso 1°, del Decreto 2591 de 1991). 

 

La CORTE SUPREMA DE JUSTICIA en su Sala de Casación Civil, en un caso que 

guarda cierta analogía con el que ahora se analiza, ha tenido la ocasión de señalar 

que  

 

«(…) resulta evidente la improcedencia de la presente acción, toda vez que […] la 

interesada no obstante haber podido interponer el medio expedito de defensa dentro del 

proceso…omitió formularlo, de modo que si incurrió en pigricia y lo desperdició, es 

inadmisible la pretensión de recurrirla por vía del mecanismo constitucional de protección 

de los derechos fundamentales o de recuperar mediante ese instrumento tal posibilidad, 

puesto que no ha sido diseñado para recuperar términos y oportunidades procesales 

derrochados, pues los mismos son perentorios e improrrogables, tal y como lo prevé el 

artículo 118 del Código de Procedimiento Civil, ni para establecer una paralela forma de 

control de las actuaciones judiciales» (CORTE SUPREMA DE JUSTICIA, CASACIÓN 

CIVIL, STC, 23 de Enero de 2009, Rad. n° 00540-01, reiterada por medio de los fallos del 

11 septiembre de 2013, Exp. n°. 01351-01 y de 3 febrero 2015, rad. n° 2014-00337-01). 

 

Acerca de la valía del recurso horizontal en aras de resguardar los intereses de las 

partes procesales, la Corte Suprema de Justicia, ha señalado reiteradamente que 

 

«[D]e conformidad con el artículo 348 del C. de P. Civil era perfectamente viable formular 

la queja que ahora plantea a través de ese recurso ordinario, de modo que al omitir su 

interposición no es conducente que acuda después a este trámite extraordinario, breve y 

sumario para suplir su incuria. 

 

Y, no se diga que el recurso de reposición es ineficaz, so pretexto de que el funcionario que 

emitió el proveído recurrido es quien lo resuelve, pues de aceptarse tal aserto lo que se 

pondría en entredicho sería la idoneidad y utilidad de dicho medio impugnativo, 

supuestamente porque la autoridad judicial, en principio, no variaría su decisión, 

razonamiento que la Corte considera deleznable, si se tiene en cuenta que lo que animó al 

legislador para instituirlo como medio de defensa fue el de brindarle al juez de 
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conocimiento una oportunidad adicional para que revise su determinación y, si hubiere 

lugar a ello, que la enmiende, propósito que, aparte de acompasar con los principios de 

economía y celeridad procesal, asegura desde el inicio el derecho de contradicción de los 

sujetos intervinientes, especialmente en asuntos que se tramitan en única instancia» 

(CORTE SUPREMA DE JUSTICIA Cas. Civil, STC, 3 de agosto de 2011, rad. 00741-01). 

 

Al respecto, cabe anotar que esa realidad de orfandad de medios de pruebas que 

establezcan ese perjuicio irremediable se robustece, sí se tiene en la mira que no se 

acreditaron por parte del accionante los supuestos perjuicios generados por el trámite 

del proceso ejecutivo No. 2017-00363. Máxime si se tiene en cuenta que no 

incorporó las pruebas que demuestren el exceso de embargo, lo cual implica no este 

demostrada la supuesta afectación y ello es materia del proceso de conocimiento. 

 

Ahora bien, al ponderar y balancear las pruebas obrantes en el expediente, se 

concluye que no se encuentran acreditados los presupuestos legales y 

jurisprudenciales configurativos para desconocer la subsidiariedad. En particular, no 

se percibe prueba alguna que acredite una verdadera imposibilidad de acudir al Juez 

de conocimiento para reclamar lo que aquí se discute. Por tanto, no puede (el hoy 

actor) pretender por vía de tutela desplazar a la jurisdicción ordinaria. 

 

En ese contexto, es preciso recordar que la acción de tutela es un instrumento de 

defensa judicial, de orden constitucional, diseñado para alcanzar una solución 

eficiente a todas las situaciones de hecho generadas por la acción u omisión de las 

autoridades públicas y por excepción a los particulares que conlleven la amenaza o 

vulneración de un derecho considerado fundamental. Aclarando que el citato 

mecanismo sólo es procedente en aquellos casos en los que no exista otro medio de 

defensa que pueda ser invocado ante los operadores judiciales con la finalidad de 

proteger un derecho conculcado, salvo que se utilice como medio transitorio para 

evitar un perjuicio irremediable que tampoco se demostró, siendo de carácter 

temporal y supeditado a las resultas por decisión de autoridad competente, de 

conformidad con lo señalado en el numeral 1° del art. 6 del Decreto 2591 de 1991.   

 

Razones estás por las cuales, se denegará el amparo constitucional de que se trata, 

sustentado en la violación del principio de subsidiariedad de la acción constitucional 

de tutela, la cual se torna improcedente cuando el accionante dispone de otros 

mecanismos de defensa judicial por medio del cual pueda hacer valer su derecho 

fundamental, aunado que no fueron esgrimidas por el actor las razones por las cuales 

los medios ordinarios no son eficaces para el amparo del derecho fundamental aquí 

invocado. Más aun, considerando que tiene pendiente el accionante a través de su 

apoderado dar cumplimiento a los requerimientos realizados respecto del poder 

aportado. 

 

Por lo cual debe denegar el amparo solicitado por el accionante por improcedente. 
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Corolario de todo lo anterior, EL JUZGADO DIECISEIS CIVIL DEL CIRCUITO 

DE BARRANQUILLA ADMINISTRANDO JUSTICIA EN NOMBRE DE LA 

REPUBLICA Y POR AUTORIDAD DE LA LEY,  

 

RESUELVE 

 

PRIMERO: Deniéguese el amparo constitucional al derecho fundamental “debido 

proceso, acceso a la administración de justicia y mínimo vital” promovido por el 

ciudadano ANGEL FAYR HURTADO URRIAGO, en contra de la JUZGADO 

QUINTO DE EJECUCIÓN CIVIL MUNICIPAL BARRANQUILLA 

(ATLÁNTICO), por los motivos anotados. 

 

SEGUNDO: Notificar esta providencia por telegrama, oficio o por el medio más 

expedito posible, a las partes y al Defensor del Pueblo, a más tardar al día siguiente 

de su expedición. 

 

TERCERO: Cumplidas las tramitaciones de rigor, si no se hubiere impugnado, 

remítase a la Honorable Corte Constitucional, al día siguiente de su ejecutoria, para 

su eventual revisión. 

 

NOTIFIQUESE Y CÚMPLASE 

LA JUEZA,  

                                                                    

 

 

MARTHA PATRICIA CASTAÑEDA BORJA 

 

 

 


